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Informe Semestral 2020 de Libertad de Expresión: 
balance general sobre la situación del derecho a la 
libertad de expresión en los primeros seis meses 
de 2020. 

“Libertad de expresión es decir lo que 
la gente no quiere oír”. George Orwell
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Resumen Ejecutivo

Durante este primer semestre del 2020 se registraron 281 casos que se tradujeron en 623 vio-
laciones a la libertad de expresión. Gran parte de estas violaciones se enmarca en la coyuntura 
por la pandemia por COVID-19, que ha sumido al país en una cuarentena y bajo un decreto de 
Estado de Alarma que ha sido prorrogado tres veces. Esto ha incrementado las arbitrariedades 
por parte de los cuerpos policiales, ya no solo en periodistas, si no en los ciudadanos.

El “Informe Semestral sobre Libertad de Expresión 2020”, aborda seis (06) aspectos principales 
con las cuales se atenta, criminaliza y restringe el ejercicio de la Libertad de Expresión, refer-
entes a: (i) el número de periodistas, trabajadores de prensa, y ciudadanos detenidos por el 
ejercicio de su derecho a la libre expresión; (ii) las denuncias por amenazas y hostigamiento a 
los periodistas y trabajadores de la prensa; (iii) arbitrariedades en el marco de la pandemia por 
COVID-19; (iv) los medios clásicos de censura; (v) la afectación a la Libertad de Expresión por 
fallas eléctricas; y (vi) la censura en internet. 

Durante este semestre las detenciones arbitrarias aumentaron dejando un saldo de  48 peri-
odistas, reporteros gráficos, trabajadores de prensa, trabajadores del sector salud y ciudadanos 
detenidos. Por otro lado, uno de los aspectos más relevantes del informe abarca la censura apli-
cada a diversos medios de comunicación a través de sanciones administrativas impuestas por 
la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, donde cuatro (04) canales de televisión tuvieron 
un bloqueo temporal, dos (02) programas televisivos sacados del aire y un (01) servicio de tele-
visión por satélite que cesó sus operaciones en el país. 

Adicionalmente, la censura también operó en los medios radiales en donde 13 emisoras fueron 
sacadas del aire por diversos motivos. Asimismo, de esto, en el mes de mayo el servicio de 
televisión satelital de mayor alcance en Venezuela, DirecTV, cesó sus operaciones en el país 
motivado a la imposibilidad de la compañía estadounidense de cumplir con las regulaciones 
legales de ambos países dejando así a 10 millones de venezolanos sin el principal medio de 
entretenimiento e información.

Durante estos primeros meses del 2020, se registraron diecisiete (17) bloqueos a páginas web 
y redes sociales. Asimismo, según un reporte Freedom of the Net 2019 de Freedom House Ven-
ezuela es uno de los países con menor libertad en internet, con un puntaje de 30/100, donde 
hay un evidente bloqueo a las redes sociales, páginas web, e incluso los usuarios son arrestados 
por el contenido que publican en la red. Por último, de acuerdo a un estudio del Observatorio 
Venezolano de Servicios Públicos, la aceptación sobre la calidad de internet que reciben en sus 
hogares se redujo de un 44% en diciembre de 2019, a un 40% en abril de 2020, afectando así 
estas labores diarias que se realizaban previo a la pandemia de manera presencial. 

Agradecemos a todas aquellas organizaciones que se encargan de documentar las violaciones 
al derecho a la Libertad de Expresión, que resultaron fundamentales para el presente informe, 
entre ellas Espacio Público, el Sindicato Nacional de Trabajadores de Prensa, el Instituto y Socie-
dad, el Colegio Nacional de Periodistas, entre otras. 
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Lista de abreviaturas:

CADH Convención Americana sobre Derechos Humanos

CANTV Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela

Corte IDH Corte Interamericana de Derechos Humanos

CICPC Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas

CONATEL Comisión Nacional de Telecomunicaciones

COPP Código Orgánico Procesal Penal

FAES Fuerzas de Acciones Especiales de la Policía Nacional Bolivariana 

GNB Guardia Nacional Bolivariana

PIDCP Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

ONU Organización de Naciones Unidas

OMS Organización Mundial de la Salud

SIDH Sistema Interamericano de Derechos Humanos

ZODI Zona de Defensa Integral
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2 ONU. Resolución 217 (III) A de la Asamblea General “Declaración Universal de Derechos del Hombre” A/RES/217(III).1948. 

Disponible en: https://undocs.org/es/A/RES/217(III) 

3 Corte IDH. Convención Americana sobre Derechos Humanos. 1969. Disponible en: https://bit.ly/3jaT53Q 

1  El Venezolano. “Entrevista con Rodrigo Diamanti de Un Mundo Sin Mordaza”. 17/06/2020. Disponible en: https://bit.ly/3f6g-
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I. Marco Conceptual y Normativo

A. Definiciones Elementales

a. Libertad de Expresión:

1.Libertad de Expresión y Libertad de Prensa:

La libertad de expresión es un derecho humano adoptado y celebrado por la totalidad de los 
países de la comunidad internacional, a través de la Asamblea General de Naciones Unidas, en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH), así como en otros instrumentos inter-
nacionales y regionales de gran importancia. En numerosas oportunidades se ha alegado que 
este es un derecho necesario para el desarrollo de la vida de los individuos y del colectivo, y ha 
sido catalogado como el derecho que protege derechos ¹, debido a su impacto en el proceso 
de garantía y respeto de los demás consagrados.

El mismo, se encuentra definido en el artículo 19 de la DUDH de las Naciones Unidas, que ex-
pone:

“Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este 
derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de 
investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin lim-
itación de fronteras, por cualquier medio de expresión” ².

“(...) Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de ex-
presión.  Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea 
oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 
procedimiento de su elección(...)³”

También es desarrollado en el Artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos (PIDCP) y en el Artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), 
estipulando este último que:
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En este sentido, la redacción de estos artículos establece que quienes están bajo la protección 
de la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pensamiento, 
sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda 
índole. De esta manera, puede entenderse entonces que el Derecho a la Libertad de Expresión 
se maneja en dos dimensiones, una individual y otra colectiva.

En su dimensión colectiva, la libertad de expresión es un medio para el intercambio de ideas 
e informaciones, para la comunicación masiva entre los seres humanos. Adicionalmente, com-
prende el derecho de cada uno a tratar de comunicar a los otros sus propios puntos de vista 
e implica también el derecho de todos a conocer opiniones y noticias. La importancia de lo 
anterior radica en que, para el ciudadano común tiene tanta importancia el conocimiento de la 
opinión ajena o de la información de que disponen otros, como el derecho a difundir la propia 5.

Por otro lado, cuando se habla de Libertad de Prensa, no puede dejarse atrás el concepto de la 
libertad de expresión, pues esta se ve amparada igualmente en el artículo 19 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos al defenderse la práctica de búsqueda, divulgación y crítica de 
la información en todo sentido. No obstante, si bien pueden ser derechos correlacionados, la 
libertad de prensa acude directamente a la actividad periodística, siendo definida por orga-
nizaciones no gubernamentales como Espacio Público como: 

Respecto de la dimensión individual, no puede entenderse el derecho como limitado al simple 
reconocimiento teórico de las manifestaciones escritas o verbalizadas, ya que este compren-
de inseparablemente el derecho de usar diferentes medios apropiados para difundir el pens-
amiento y las opiniones, con el fin de hacer llegar el mensaje al mayoe número de destinatarios 

“Cuando la Convención proclama que la libertad de pensamiento y ex-
presión comprende el derecho de difundir informaciones e ideas "por 
cualquier... procedimiento", está subrayando que la expresión y la difusión 
del pensamiento y de la información son indivisibles, de modo que una re-
stricción de las posibilidades de divulgación representa directamente, y en 
la misma medida, un límite al derecho de expresarse libremente. De allí la 
importancia del régimen legal aplicable a la prensa y al status de quienes 
se dediquen profesionalmente a ella” 4.

“El derecho que tienen los medios de comunicación de investigar e infor-
mar sin ningún tipo de limitaciones o coacciones, como la censura previa, 
el acoso o el hostigamiento”.

b. Libertad de Prensa:

4 Corte IDH. “La Colegiación Obligatoria de Periodistas”. Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, párr. 31.

5  bidem, párr. 32.

6  Espacio Público. “¿Qué es y para qué sirve la libertad de expresión y de prensa?”2016. Disponible en: https://bit.ly/3fwE-
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De esta manera, comprende entonces la libertad de prensa como un subtipo del derecho 
a la libre expresión e información. Un derecho basado en la tarea de los medios de comuni-
cación de obtener información veraz y necesaria para su correcta divulgación, sin sufrir de con-
tratiempos u obstáculos impuestos por gobiernos, las instituciones del Estado y demás actores. 

En la comunidad internacional mucho se ha discutido sobre la relevancia de poder informarse y 
expresarse libremente debido a su naturaleza inherente a la persona y las masas, no obstante, el 
estudio del impacto de las sociedades plenamente informadas ha desarrollado la idea de que 
la garantía de este derecho no solo beneficia al proceso pleno de expresión, sino que cala en 
el crecimiento de las sociedades democráticas, tal y como lo define la Corte IDH, en su Opinión 
Consultiva 5/85:

Caso contrario al que se ha evidenciado en Venezuela a través de los últimos años, con el pro-
gresivo hostigamiento y persecución a los medios de comunicación, periodistas e individuos 
quienes ejercen su derecho a la libre expresión a través de medios digitales como las redes 
sociales. Como ha sido denunciado por nuestra organización en el reporte sobre libertad de 
expresión del 2019, donde registra una cifra de 1.049 violaciones contra la libertad de expresión 
8 y concluye que:

Ejemplificando entonces el caso venezolano, lo expuesto en las consideraciones de la Corte, 
donde se expresa que a falta de la garantía sobre la libertad de expresión, solo puede generarse 
una violación sistemática al desenvolvimiento democrático y libre de su sociedad 10.

“La libertad de expresión es una piedra angular en la existencia misma de 
una sociedad democrática. Es indispensable para la formación de la opinión 
pública. Es también conditio sine qua non para que los partidos políticos, 
los sindicatos, las sociedades científicas y culturales, y en general, quienes 
deseen influir sobre la colectividad puedan desarrollarse plenamente. Es, 
en fin, condición para que la comunidad, a la hora de ejercer sus opciones, 
esté suficientemente informada. Por ende, es posible afirmar que una so-
ciedad que no está bien informada no es plenamente libre” 7.

La situación de la libertad de expresión en Venezuela es alarmante, cada 
día hay menos medios de comunicación, donde los ciudadanos puedan 
mantenerse informados y expresar su opiniones o realizar denuncias 9.

7  Ut supra, Nota 4, párr. 70.

8  Un Mundo Sin Mordaza. “Reporte de Libertad de Expresión 2019”. 2020. Disponible en: https://bit.ly/335ATUz

9  Ibidem

10   Ut supra, Nota 4, párr. 69.

Importancia de la libertad de Expresión y de Prensa:
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11 Corte IDH. “Caso Claude Reyes y otros vs. Chile”. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. párr. 92

12  Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la OEA. “Estudio especial sobre el derecho de Acceso a la Información”. 

2007. Disponible en: https://bit.ly/32rNTDM  

13  Transparencia Venezuela. “Periodismo en Venezuela: La censura, la persecución y las agresiones arrecian en tiempos de 

pandemia”. 27/06/2020. Disponible en: https://bit.ly/335e9nO 

a. Acceso a la Información: 

2.Acceso a la Información y Censura Preventiva:

Al igual que la libertad de prensa, el acceso a la información es un subgénero del derecho a 
la libertad de expresión reconocido en diversos instrumentos internacionales. Su definición va 
más allá de la capacidad y garantía que tienen los individuos de solicitar y buscar información 
fidedigna para su uso y consumo, pues trata también del deber que tienen las instituciones es-
tatales de proporcionar información sin dilación, obstáculo o censura alguna.  

De esta forma, la Corte IDH en su decisión del caso Claude Reyes y otros vs. Chile, establece 
que: 

“...En una sociedad democrática es indispensable que las autoridades es-
tatales se rijan por el principio de máxima divulgación, el cual establece 
la presunción  de que toda información es accesible, sujeto a un sistema 
restringido de  excepciones” 11. (Resaltado nuestro)

Es de esta forma que se reconoce por primera vez en un tribunal internacional el carácter fun-
damental del acceso a la información y se estipula su naturaleza de doble vertiente, dividido 
en el derecho que poseen los individuos de “buscar” información, y la obligación positiva 
del Estado de garantizar el derecho a “recibir” la información solicitada 12, admitiendo la 
complejidad de este derecho y entendiendo que, al ser parte de la Libertad de Expresión, el 
simple hecho de mantener leyes que admitan estas premisas, no es suficiente. La adecuación 
de las políticas de los Estados y del ambiente propicio para el desarrollo de la libre expresión 
es un deber que debe acompañar en todo momento a estos derechos para que puedan ser 
cumplidos de forma eficaz.

Entre los casos que más ha llamado la atención de los medios de comunicación y de las organi-
zaciones especializadas en la materia, es el de la censura a través de bloqueos y restricciones de 
las páginas web de noticias, que por lo general han atacado abiertamente el régimen instaurado 
en Venezuela, evitando este el acceso a la información libre de los ciudadanos por medio de 
instituciones del Estado a través de bloqueos o mecanismos indirectos de censura, lo cual ha 
evidenciado la práctica del Estado venezolano para silenciar las opiniones disidentes al régimen 
instaurado 13.
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15 Felipe González. “Censura judicial y libertad de expresión: sistema interamericano y derecho chileno”. S/F. Revista IDH. Dis-

ponible en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/R08060-6.pdf 

16  Ibidem

14  CADH. Artículo 13.2

b. Censura Previa:

Como sigue desarrollando el artículo 13 de la CADH, toda persona tiene derecho a la libre ex-
presión sin dilaciones, y específicamente en su numeral 2, este establece que:

“El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar 
sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben 
estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: a. el 
respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b. la protección de 
la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.” 14

Dentro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), y en general en la comunidad 
internacional, muchos han sido los debates sobre la censura como elemento difuminador de la 
expresión y el acceso a la información por parte de los individuos. Se desarrolló el concepto de 
la censura previa, entendida como:

Censura Administrativa: este tipo de censura 
fue la más utilizada en el periodo de las dictadu-
ras latinoamericanas, donde se entendía ésta 
cómo aquella emanada de órganos dependi-
entes del Poder Ejecutivo 15 a través de distin-
tos documentos con menoscabo del derecho 
de los individuos de expresar sus ideas y opin-
iones libremente, así como de poder acceder 
fácilmente a la información. 

Censura Judicial: a diferencia de la censura 
administrativa, la censura judicial trata espe-
cíficamente de las prohibiciones judiciales de 
expresiones, una vez que tales expresiones ya 
han comenzado a ser difundidas 16, por lo que 
tiende a confundirse erróneamente en ciertos 
momentos con las responsabilidades ulteri-
ores permitidas por la CADH. 
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17 CADH, Artículo 5.1

18  Corte IDH. “Caso Familia Barrios vs. Venezuela”. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Pág 21, párr 50. 

19 Comité de Derechos Humanos. “Selección de Decisiones del Comité de Derechos Humanos Adoptadas con Arreglo al Pro-

tocolo Facultativo”. Comunicación Nº 909/2000. 2007. Pág 153-157. Disponible en: https://bit.ly/2EuoaAv  

a. Hostigamiento: 

3. Hostigamiento y Detenciones Arbitrarias:

En la CADH se establece el principio general por el cual se 
prohíbe todo tipo de amenaza y hostigamiento sobre los 
individuos, en su artículo 5.1 sobre el derecho a la integ-
ridad personal el cual establece que “toda persona tiene 
derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 
moral” 17. 

Si bien es cierto la materia de la integridad personal abar-
ca mucho más allá del concepto del hostigamiento, la 
Corte se ha encargado de amplificar la concepción de 
este derecho con el fin de evitar todo acto que pueda ir 
contra el bienestar físico, psíquico y moral de las perso-
nas. Por consiguiente, este Tribunal no admite actos que 
menoscaben el derecho por alegarse la imposibilidad del 
Estado de cumplir con el mismo, así como se establece en 

Asimismo, en materia internacional el Sistema Universal de Derechos Humanos cuenta con dis-
tintas decisiones y comunicaciones llevadas por el Comité de Derechos Humanos de las Na-
ciones Unidas, en donde se han alegado actos de hostigamiento sufridos por periodistas y tra-
bajadores de la prensa en el ejercicio de sus funciones por parte del Estado, como fue el caso 
del periodista Kankanamge vs. Sri Lanka, en donde el Estado en cuestión inició una persecución 
judicial en contra del periodista debido a sus artículos sobre la situación con diversos funcio-
narios de gobierno. En esta comunicación, el Comité estableció que a pesar de que las leyes 
de los Estados permitan procesos indagatorios contra posibles difamaciones, la interpretación 
ampliada de este concepto puede incurrir en violaciones graves del derecho a la libre expresión 
por medios hostigadores 19.

el caso Familia Barrios vs. Venezuela en donde “el Tribunal ha considerado de forma constante 
en su jurisprudencia que dicha prohibición pertenece hoy día al dominio del ius cogens. El dere-
cho a la integridad personal no puede ser suspendido bajo circunstancia alguna” 18.
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22  Corte IDH. “Caso López Alvarez Vs. Honduras”. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Pág 57, párr. 164.

23  Corte IDH. “Caso: Palamara Iribarne Vs. Chile”  Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Págs 56 y 57, párr, 68.

24   Ibidem 

25   Corte IDH. “Caso; “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile”. Sentencia de 5 de febrero de 2001. 

Pág 23, párr, 61.b, y párr 97.

21   Corte IDH. “Caso Gangaram Panday Vs. Surinam”. Sentencia de 21 de enero de 1994. Pág 12, párr 47. 

b. Detenciones Arbitrarias: 

b. Alcance y Limitaciones del Derecho a la Libertad de Expresión en el SIDH: 

1. Alcance: 

Las detenciones arbitrarias pertenecen al ámbito del derecho a la libertad personal, previsto 
en el SIDH en el artículo 7 de la CADH, en su literal 3, donde establece que “nadie puede ser 
sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios”20. Pero este concepto, inspirado en el 
abuso de la autoridad, es algo que puede ser considerado como un debate en distintas juris-
dicciones. 

“nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y 
métodos que - aún calificados de legales- puedan reputarse como incom-
patibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por 
ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles, o faltos de proporcional-
idad”21.

No obstante, muchos han sido los casos en donde se han establecido bases legales y argu-
mentos a favor de los procedimientos por los cuales se desarrollan las detenciones. Uno de los 
retos del SIDH ha sido la diferenciación de las condiciones por las cuales pueden definirse las 
detenciones arbitrarias de las ilegales, defendiendo que aún cuando pueda ser considerada 
como legal una detención, esta puede incurrir en violaciones de los derechos humanos y funda-
mentales de los individuos, por lo que no debería ser tolerada por su grado de arbitrariedad. De 
esta forma, en el caso Gangaram Panday vs. Surinam, la Corte estableció que:

El derecho a la Libertad de Expresión no es absoluto, lo que lleva consigo el establecimiento 
de temas que pueden o no ser protegidos, y en los que los Estados tienen la libertad de esta-
blecer restricciones, siempre y cuando no se violen los principios y valores de la CADH u otros 
instrumentos normativos a través de interpretaciones unilaterales. De esta forma la Corte IDH 
ha dividido las formas de expresión protegidas en el Derecho de Hablar y Escribir 22 23, el 
Derecho a la difusión de Expresiones 24,  el Derecho a la Expresión Artística o Simbólica, acceso 
al arte y difusión en todas sus formas 25, entre otros ligados a la difusión y el acceso a la infor-
mación en todas sus formas. 
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En un principio, todo tipo de discurso, alo-
cución o forma de expresión es amparada por 
el artículo 13 de la CADH debido al deber de 
neutralidad de los Estados en la materia, con 
el fin de asegurar el debate público y la di-
fusión de ideas y opinión. A esto se le conoce 
como la presunción Ab Initio 26.  El SIDH ha 
abrazado esta presunción, que establece 
la obligación de los Estados de tolerar en 
un inicio todo tipo de expresión, aún si re-
sultan ser discursos ofensivos, chocantes 
o perturbadores 27 con el fin de preservar 
la libertad en todas sus formas. Dentro de 
estas clasificaciones suelen encontrarse nor-
malmente los discursos políticos y públicos, 
así como las expresiones en contra de posi-
ciones socialmente aceptadas y que suelen 
catalogarse como minoritarias. 

Entre estos discursos exceptuados del 
amparo del derecho a la  de la libertad de 
expresión se encuentran aquellos que incita 
a “la propaganda de la guerra y la apología 
del odio que constituya incitación a la vio-
lencia” el cual se encuentra expresamente 
prohibido en la Convención 28; discursos 
que “inciten directa y públicamente al geno-
cidio” prohibido por la Convención para la 
Prevención y la Sanción del Delito de Geno-
cidio 29 ; y por último, las expresiones ligadas 
directa o indirectamente a “la pornografía in-
fantil” prohibida en términos absolutos por 
la Convención sobre los Derechos del Niño 
30 y demás instrumentos internacionales. 

No obstante, muchos han sido los casos en 
los cuales los Estados han interpretado er-
róneamente la limitación a las expresiones 
por considerarlas como incitadoras del 
odio, como lo fue con el pronunciamiento 
del Directorio de Responsabilidad Social en 
Radio y Televisión el 11 de febero del 2014 
en Venezuela, el cual establecía que cubrir 
las manifestaciones en el país podría incur-
rir en violar los parámetros sobre la difusión 
de propaganda de odio, establecidos en las 
leyes referidas a la materia 31. 

No obstante, existen manifestaciones que por 
su choque con los principios del derecho in-
ternacional de los derechos humanos, no se 
encuentran protegidos por el artículo 13 de 
la Convención, pues resultan totalmente con-
trarios al orden público y las buenas costum-

27   Ibidem

28   CADH, Artículo 13.5

29  CPSDG. Artículo III (c) 

30  Convención sobre los Derechos del Niño, Artículo 34.c

31  Comisión Interamericana de Derechos Humanos. “Informe Anual 2014. Cap IV Venezuela”. 2014. Disponible en: https://

bit.ly/2EqIRxg 

26    Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la OEA. “Marco jurídico interamericano sobre el derecho a la libertad 

de expresión”. 2010. Disponible en: https://bit.ly/39dBgxj 

bres aceptadas en los principios generales 
del derecho internacional. 
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32   OEA. “Informe de la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos y del Panel de Expertos Internacionales 

Independientes sobre la Posible Comisión de Crímenes de Lesa Humanidad en Venezuela”.  2018. Pág. 271. Disponible en: 

https://bit.ly/32fAXPK 

33   CIDH. “Marco jurídico Interamericano para el Derecho a la Libertad de Expresión”. Párr 83-Párr 88. 2010. Disponible en: 

https://bit.ly/3leMqYD 

34   Ibidem, Párr. 89.

a. Limitaciones: 

Como fue mencionado anteriormente, la Convención en su artículo 13, establece limitaciones al 
derecho a la libertad de expresión, al definir ciertas materias en las cuales se restringe su alca-
nce. No obstante, estas solo pueden ser consideradas válidas o admisibles cuando se compru-
ebe que el principio fundamental del derecho no ha sido violado, que las restricciones no han 
sido utilizadas con fines extralegales o cuando se pruebe que estas  tienen carácter excepcional 
y no afectan la libertad más allá de lo estrictamente necesario 33. 

Este hecho llevó a que los medios de comunicación resultaran amedrentados posteriormente 
por las fuerzas del Estado en el cumplimiento de sus labores dentro de las manifestaciones 
civiles. En consecuencia, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) fue correct-
amente avisada del asunto y decidió estudiar el caso para detallar el uso adecuado de los cri-
terios del SIDH en el proceso de limitación del derecho a la libre expresión debido a las conse-
cuencias de las manifestaciones venezolanas 32.

“para que una limitación al derecho a la libertad de expresión sea admis-
ible: (1) la limitación debe haber sido definida en forma precisa y clara a 
través de una ley formal y material, (2) la limitación debe estar orientada al 
logro de objetivos imperiosos autorizados por la Convención Americana, 
y (3) la limitación debe ser necesaria en una sociedad democrática para el 
logro de los fines imperiosos que se buscan; estrictamente proporcionada 
a la finalidad perseguida; e idónea para lograr el objetivo imperioso que 
pretende lograr 34.” 

De esta manera, la jurisprudencia interamericana ha interpretado las condiciones mínimas para 
que las limitaciones impuestas por los Estados en el derecho a la libertad de expresión puedan 
ser consideradas legítimas, desprendidas estas del numeral 2 del artículo 13 de la Convención 
creándose así el test tripartito, que establece que: 

Por otro lado, la Convención continúa en sus siguientes numerales definiendo las limitaciones 
que deben ser consideradas como inadmisibles dentro del SIDH, siendo estas la censura previa, 
llimitaciones realizadas por medios indirectos, o aquellas que resulten discriminatorias o acar-
reen actos de discriminación. 

Con respecto a la censura previa, la Corte en la opinión OC 5/85, previamente citada, estableció 
que: 
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Ratificando así lo establecido en la Convención sobre las restricciones ulteriores como vía idónea 
en contraposición a los métodos de censura previa. Asimismo, en materia de restricciones indi-
rectas, según lo estipula el artículo 13.3, la Corte hace la siguiente interpretación: 

Finalmente con respecto a las manifestaciones que puedan ser discriminatorias o cuyos resulta-
dos puedan incurrir en actos de discriminación, el artículo 13 no hace mención alguna a estos 
hechos; sin embargo, el máximo tribunal interamericano ha desarrollado el criterio de la incom-
patibilidad con las limitaciones que conlleven a estas consecuencias amparada en el derecho 
a la no discriminación 37, y por tanto,  la Corte ha desarrollado que “el principio de derecho 
imperativo de protección igualitaria y efectiva de la ley y no discriminación determina que los 
Estados deben abstenerse de producir regulaciones discriminatorias o que tengan efectos dis-
criminatorios en los diferentes grupos de una población al momento de ejercer sus derechos 
38.” Entendiendo que estas interpretaciones deben realizarse en sentido estricto y velando por 
el correcto uso, propósito y razón del derecho, para evitar que pueda ser alegada cualquier cir-
cunstancia como discriminatoria.

En adición a lo anteriormente expuesto, también es necesario 
rescatar otros requisitos evaluados por este Tribunal a la hora 
de establecer limitaciones a la libertad de expresión mencio-
nadas anteriormente, como lo es la prohibición del uso de la 
censura previa, y la necesidad de un carácter de excepcionali-
dad a la hora de materializar las restricciones, criterios que no 
siempre son respetados por los Estados. 

“en esta materia toda medida preventiva significa, inevitablemente, el me-
noscabo de la libertad garantizada por la Convención (...). El abuso de la 
libertad de expresión no puede ser objeto de medidas de control preven-
tivo sino fundamento de responsabilidad para quien lo haya cometido” 35. 

“La enunciación de medios restrictivos que hace el artículo 13.3 no es 
taxativa ni impide considerar “cualesquiera otros medios” o vías indirec-
tas derivados de nuevas tecnologías. Además, el artículo 13.3 de la Con-
vención impone al Estado obligaciones de garantía, aún en el ámbito de 
las relaciones entre particulares, pues no sólo abarca restricciones guber-
namentales indirectas, sino también “controles particulares” que produzcan 
el mismo resultado. Para que se configure una violación al artículo 13.3 de 
la Convención es necesario que la vía o el medio restrinjan efectivamente, 
aunque sea en forma indirecta, la comunicación y la circulación de ideas y 
opiniones.36” (Énfasis nuestro)

35  Ut Supra, Nota 4. párr 38 y 39

36   Corte IDH. “Caso Perozo y otros Vs. Venezuela”. Sentencia de 28 de enero de 2009. Pág 103, párr. 367 

37  CADH. Artículo 24

38  Ut Supra, Nota 4. párr 170
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Un caso que ha resultado de alta preocupación para el sistema interamericano es el de los apar-
tados que sancionan diversas formas de manifestación en la Ley Constitucional contra el Odio, 
por la Convivencia Pacífica y la Tolerancia desarrollada por la Asamblea Nacional Constituyente 
en 2017, la cual ha sido acusada de ser inconstitucional desde su formación y por sus efectos, no 
sólo como una vía para limitar la libertad de expresión sino para incurrir en violaciones a otros 
derechos de los individuos como su integridad personal y su libertad personal 39. 

En principio, los Estados se encuentran obligados a la promoción de la pluralidad de las ideas, 
opiniones, e incluso de la multiplicidad de vías y medios para la obtención de la información. 
Esto es lo que se ha denominado como la democratización en la obtención y difusión de infor-
mación, por lo que la Corte, en diversas decisiones, ha estipulado que:

De esta forma, la Corte sigue estableciendo que: 

En las consideraciones de la Corte: 

“la pluralidad de medios o informativa constituye una efectiva garantía 
de la libertad de expresión, existiendo un deber de Estado de proteger 
y garantizar este supuesto, en virtud del artículo 1.1 de la Convención por 
medio, tanto de la minimización de restricciones a la información, como por 
medio de propender por el equilibrio en la participación, al permitir que los 
medios estén abiertos a todos sin discriminación 40” (Resaltado nuestro). 

“en este sentido y con relación al pluralismo de medios, la Corte recuerda 
que los ciudadanos de un país tienen el derecho a acceder a la información 
y a las ideas desde una diversidad de posturas, la cual debe ser garantizada 
en los diversos niveles, tales como los tipos de medios de comunicación, 
las fuentes y el contenido… [es por esto que] considera que los límites o 
restricciones que se deriven de la normatividad relacionada con la radiod-
ifusión deben tener en cuenta la garantía del pluralismo de medios dada 
su importancia para el funcionamiento de una sociedad democrática 41”. 
(Énfasis nuestro)

39  CIDH. “Relatoría especial para la libertad de expresión manifiesta su grave preocupación por la aprobación de "la ley con-

tra el odio" en Venezuela y sus efectos en la libertad de expresión y de prensa”. 2017. Disponible en: https://bit.ly/2P8eXA3 

40   Corte IDH. “Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) Vs. Venezuela”. Sentencia de 22 de junio de 2015. Pág 50, párr 

142.

41   Ibidem

a. Pluralismo: 

1.Obligaciones de los Estados para garantizar la Libertad de Expresión:
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De esta manera, el Estado debe participar activamente en la protección de las condiciones mín-
imas para el ejercicio del periodismo y sus actividades conexas en pro de mantener el respeto a 
la libertad de expresión de estos y al acceso a la información de los ciudadanos receptores del 
trabajo de los periodistas. 

Así como es expresado también por la Corte en el caso Ríos y otros vs. Venezuela donde esta-
blece que: 

Por consiguiente, en esta consideración del Tribunal se da inicio al reconocimiento del deber de 
garantía que tienen los Estados sobre todos los derechos consagrados en la CADH, por ende, 
al ser el Derecho a la Libertad de Expresión parte de este cuerpo, y por vincularse la actividad 
periodística estrechamente con el mismo, debe entenderse la protección a los periodistas como 
un mecanismo necesario para el desarrollo y respeto del correcto cumplimiento del derecho a 
la libre expresión.

Al representar las autoridades toda materia con-
cerniente al Estado, la Corte se ha pronunciado 
sobre el deber que tienen estos de garantizar una 
debida diligencia en sus expresiones públicas, con 
el fin de no ejecutar actos de abuso del derecho 
que puedan incurrir en consecuencias contrarias a 
los principios de la Convención y los demás dere-
chos coexistentes 44. 

Por consiguiente, en el caso Perozo y otros vs. Venezuela, al encontrarse en una situación en 
donde se incurrió en la violación de este deber la Corte alegó que:

“el ejercicio periodístico sólo puede efectuarse libremente cuando las per-
sonas que lo realizan no son víctimas de amenazas ni de agresiones físi-
cas, psíquicas o morales u otros actos de hostigamiento. Esos actos consti-
tuyen serios obstáculos para el pleno ejercicio de la libertad de expresión 
42” (Énfasis nuestro). 

“En el marco de sus obligaciones de garantía de los derechos reconoci-
dos en la Convención, el Estado debe abstenerse de actuar de manera 
tal que propicie, estimule, favorezca o profundice esa vulnerabilidad y ha 
de adoptar, cuando sea pertinente, medidas necesarias y razonables para 
prevenir o proteger los derechos de quienes se encuentren en tal situación, 
así como, en su caso, investigar hechos que los perjudiquen”. 43 (Énfasis 
nuestro)

42   Corte IDH. Caso Vélez Restrepo y familiares Vs. Colombia. Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Pág 66, párr. 209

43  Corte IDH. Caso Ríos y otros Vs. Venezuela. Sentencia de 28 de enero de 2009. Pág 31, párr. 107.

44   Corte IDH. Caso Perozo y otros Vs. Venezuela. Sentencia de 28 de enero de 2009. Pág 23, párr. 79.

c. Deber de prevención de declaraciones estigmatizantes
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La jurisprudencia interamericana ha especificado una obligación general para los Estados en 
materia de la adopción de las disposiciones ratificadas en los tratados del SIDH dentro del dere-
cho interno de cada miembro, estableciendo que: 

No obstante, a pesar de existir las obligaciones anteriormente descritas, algunos Estados han 
sido acusados de incumplir sistemáticamente las mismas en orden de preservar regímenes no 
democráticos, como es el caso de Venezuela, donde el pluralismo, la protección a los periodis-
tas, la diligencia de las autoridades en discursos públicos y el incumplimiento del deber  de 
adoptar las disposiciones en el derecho interno son practicadas diariamente. A continuación se 
desarrolla con mayor precisión las consideraciones referidas al caso venezolano.

En los primeros seis meses de 2020 el mundo ha vivido una situación complicada debido a la 
llegada de un nuevo tipo de enfermedad provocada por una clase de coronavirus que ha cau-
sado estragos desde enero, y que ya se ha extendido por más de 200 países 47. En este orden 
de ideas, la Organización Mundial de la Salud (OMS) anunció el 11 de marzo de 2020 que el 
COVID-19 ya se podía catalogar como una pandemia. Los primeros casos se registraron en la 
ciudad de Wuhan, en China, a comienzos de diciembre de 2019. Hasta finales del mes de junio, 
el mundo registraba más de 10 millones de casos confirmados y más de 500 mil fallecidos.

“dichos pronunciamientos de altos funcionarios públicos crearon, o al 
menos contribuyeron a acentuar o exacerbar, situaciones de hostilidad, 
intolerancia o animadversión por parte de sectores de la población hacia 
las personas vinculadas con ese medio de comunicación. El contenido de 
algunos discursos, por la alta investidura de quienes los pronuncian y su re-
iteración, implica una omisión de las autoridades estatales en su deber de 
prevenir los hechos, pues pudo ser interpretado por individuos y grupos de 
particulares de forma tal que derivaron en actos de violencia contra las pre-
suntas víctimas, así como en obstaculizaciones a su labor periodística.45” 
(Resaltado nuestro)

“Cuando un Estado es parte de un tratado internacional como la Con-
vención Americana, dicho tratado obliga a todos sus órganos, incluidos sus 
jueces, quienes deben velar por que los efectos de las disposiciones de 
la Convención no se vean mermados por la aplicación de normas o inter-
pretaciones contrarias a su objeto y fin. 46”

45   Ibidem. Pág 46, párr. 160.

46  Corte IDH. Caso Fontevecchia y D`Amico Vs. Argentina. Sentencia de 29 de noviembre de 2011. Págs 30 y 31, párr, 93.

47   Organización Panamericana de la Salud. “Enfermedad por el Coronavirus‎(COVID-19)”‎. 2020. Recuperado de: https://

bit.ly/2X3kFYp 

d. Adopción de disposiciones de derecho interno 

II. Contexto y Antecedentes: 
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48  Efecto Cocuyo. “Bachelet criticó “falta de transparencia” en manejo de COVID-19 en Venezuela”. 29 de abril de 2020. Re-

cuperado de: https://bit.ly/305sDSI 

III. Marco Metodológico:

En Venezuela, los primeros casos fueron registrados de manera oficial el 13 de marzo, y para el 
16, tres días después, el régimen de Nicolás Maduro declaró un Estado de Alarma, que ha sido 
prorrogado tres veces, así como una cuarentena en el país, que en el mes de junio comenzó a 
flexibilizarse, momento en que los casos comenzaron a aumentar significativamente.

Bajo este contexto, el régimen ha utilizado como excusa la emergencia sanitaria para realizar 
persecuciones, agresiones y hostigamientos por parte de los cuerpos de seguridad del Estado 
en contra de periodistas, médicos y particulares que alcen la voz. Además de esto, existen críti-
cas desde la llegada de los primeros casos a Venezuela, sobre la veracidad de la información 
brindada por la Comisión Presidencial para la Prevención del COVID-19.

Incluso, personalidades como la Alta Comisionada para los Derechos Humanos, Michelle 
Bachelet, expresó a finales de abril que había una “falta de transparencia” en Venezuela 48 so-
bre la gestión de la pandemia. De igual manera, recalcó la importancia del respeto a los dere-
chos humanos, a pesar de estar bajo el Estado de Emergencia como medida para lidiar con la 
crisis sanitaria generada por la COVID-19.

Con el desarrollo de este informe, Un Mundo 
Sin Mordaza decidió cumplir con los siguien-
tes objetivos: (i) evaluar y analizar la cantidad 
de detenciones que se han producido por 
el ejercicio del derecho a la libertad de ex-
presión durante el primer semestre de 2020; 
(ii) evaluar y analizar el número de actos de 
hostigamiento intimidaciones, amenazas y 
agresiones realizados por funcionarios del 
régimen, colectivos y organismos de seguri-
dad del Estado por el ejercicio del derecho a 
la libertad de expresión; (iii) evaluar y analizar 
la cantidad de medios, programas TV, radio 
y prensa que hayan sido censurados, cerra-
dos, robados o afectados de alguna manera 
por las políticas del régimen; y (iv) evaluar y 
analizar los ataques y  censura contra pági-
nas y portales de medios digitales, por me-
dio del bloqueo en los proveedores de Inter-

net, todo esto con el fin de demostrar cómo 
se ha deteriorado el derecho a la libertad de 
expresión en el primer semestre de 2020, 
producto de la crisis política que se vive en 
Venezuela. 

La investigación llevada a cabo en el sigui-
ente informe se realizó a través de una 
metodología netamente documental, con-
sistente en la revisión y análisis de las denun-
cias levantadas por Espacio Público, el Sindi-
cato Nacional de Trabajadores de Prensa y 
el Colegio Nacional de Periodistas, así como 
diversos medios de comunicación e infor-
mación. Por tal razón, agradecemos a estas 
organizaciones por este valioso aporte sin el 
cual el Informe Semestral 2020 de Libertad 
de Expresión de Un Mundo Sin Mordaza no 
sería posible. 
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IV. Resultados: 

a. Detenciones

49  Espacio público. “Junio: Las detenciones elevaron la Curva”. 03/07/2020. Disponible en: https://bit.ly/2YzvtOC 

50 Espacio Público. “Datos 2019: Situación de la libertad de expresión e información en Venezuela”. 2020. Disponible en: 

https://bit.ly/34MVCO7 

Posteriormente, se procedió a la elaboración 
de una base de datos que permite segmen-
tar las diferentes violaciones a la libre ex-
presión de acuerdo a los objetivos anterior-
mente planteados. Por último, a partir de las 
denuncias recopiladas y sistematizadas en 
nuestra base de datos se realizó el conteo y 
análisis de los diferentes patrones con el ob-
jetivo de determinar si hubo una desmejora 
en el derecho con relación al mismo periodo 
de 2019. 

Durante el primer semestre del 2020, se ev-
idenció una vez más la sistematización de la 
violación y el cercenamiento del derecho a la 
libertad de expresión en Venezuela. Según 
Espacio Público, para el periodo compren-
dido entre enero y junio de 2020 se regis-
traron 281 casos que se tradujeron en 623 
violaciones a la libertad de expresión 49, 
sin embargo, se evidencia una reducción del 
19,02% respecto al número de casos regis-
trados en el mismo periodo de 2019, que 
fue de 347 50. 

Desde hace varios años, el régimen de 
Nicolás Maduro ha ido instaurando un patrón 
sistemático respecto a las detenciones, en su 
gran mayoría arbitrarias, con uso excesivo de 
la fuerza y de autoridad, en perjuicio de pe-
riodistas y trabajadores de la prensa como 
medida de hostigamiento, intimidación y 
censura hacia estos, violentando así dere-
chos humanos como el debido proceso, lib-
ertad personal y libertad de expresión. 

En este orden de ideas los principales pa-
trones de ataques a la libertad de expresión 
fueron las detenciones arbitrarias, los hosti-
gamientos y agresiones, las afectaciones a 
medios radiales, de televisión y cableopera-
doras, y medios impresos. Además de esto, 
debido a la cuarentena permanente, y bajo 
el Estado de Alarma como consecuencia de 
la pandemia por COVID-19, este hecho ha 
incrementado el número de arbitrariedades 

con relación al mismo periodo de 2019, aho-
ra no solo en periodistas y trabajadores de la 
prensa, sino también en ciudadanos.
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Gráfico propio con datos de Espacio Público, SNTP y CNP

51  Denuncias publicadas por Espacio Público, Sindicato Nacional de Trabajadores de Prensa y Colegio Nacional de Periodistas.

52 Observatorio Venezolano de Conflictividad Social. “Conflictividad social en Venezuela durante el primer semestre de 2020”. 

2020. pág. 22 Disponible en: https://bit.ly/31uWwMY 

Las detenciones arbitrarias en contra de periodistas, trabajadores de prensa y particulares, se 
usa de forma constante para silenciar y crear desinformación, además de ser un instrumento de 
persecución política. De igual manera, en muchos casos, con las detenciones arbitrarias devi-
enen otras violaciones graves de derechos humanos como lo son las torturas y otros tratos cru-
eles, inhumanos y degradantes. Es pertinente señalar que varias de las detenciones registradas 
son por un corto periodo de tiempo, no mayor a unas cuantas horas que tienen como objetivo 
intimidar, amenazar y borrar el contenido documentado por los periodistas, trabajadores de 
prensa, e incluso particulares.

Durante el primer semestre de 2020 de acuerdo con las denuncias realizadas se contabilizan un 
total de 48 detenciones arbitrarias. En este sentido, el 67,5% de los arrestos ha sido por el ejerci-
cio de la actividad periodística; el 14,6% por denuncias realizadas por trabajadores de salud so-
bre diferentes coyunturas entorno a la pandemia por COVID-19; el 12,5% por manifestaciones; 
y el 10,4% restante por otras diferentes circunstancias como publicaciones en RRSS o grabar 
hechos ocurridos en el suministro de combustible. 

Es importante resaltar que si se toma en cuenta la cifra de detenciones del Observatorio Venezola-
no de Conflictividad Social, por protestas en su mayoría para exigir servicios públicos, la cifra 
aumentaría a un total de 168 personas detenidas 52. 
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Gráfico propio con datos de Espacio Público, SNTP y CNP

Ahora bien, si nos basamos en la cifra sum-
inistrada inicialmente de 48 detenciones ar-
bitrarias, se establece que el 41,7% de las 
detenciones fueron realizadas por la Guardia 
Nacional Bolivariana (GNB); entre el Cuerpo 
de Investigaciones Científicas Penales y Crim-
inalísticas (CICPC), El Comando Nacional An-
tiextorsión y Secuestro (CONAS) y el Servicio 
Bolivariano de Inteligencia Nacional (SEBIN) 
se realizaron el 24,9% de las detenciones; 

la Dirección de los Servicios de Inteligencia 
y Prevención (DIEP), las Fuerzas de Acciones 
Especiales de la Policía Nacional Bolivar-
iana (FAES) y las Policías Estatales, la Policía 
Nacional Bolivariana (PNB) y la Dirección de 
Contrainteligencia Militar (DGCIM) realizaron 
el 31.4% de los arrestos; y por último, el 2% 
restante fue realizado por organismos que no 
lograron determinarse. 

Respecto al modus operandi de las detenciones se pueden establecer dos modalidades. La 
primera forma de acoso consiste en detener a los periodistas de manera irregular por un corto 
periodo de tiempo, donde son obligados a borrar contenido y material periodístico que hayan 
registrado, para así evitar que la información salga a luz pública

En este sentido, durante ese periodo de tiempo en que los periodistas se encuentran retenidos, 
en la gran mayoría de los casos estos son víctimas de agresiones verbales y físicas por parte de 
los cuerpos de seguridad del Estado. Debido a la pandemia, estas prácticas se han extendido a 
los ciudadanos, quienes motivados a las diversas crisis que vive el país, han salido a protestar y 
expresar sus inconformidades por la calidad de vida que viven, especialmente enmarcadas en 
este contexto donde la salud y el acceso a los servicios básicos como el agua es primordial, para 
un adecuado cumplimiento de las medidas de sanidad.
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54  Espacio Público. “GNB detiene a periodista de La Prensa de Táchira” 9 de abril de 2020. Recuperado de: https://bit.ly/2X-

4vuJK 

55   Espacio Público. “Detienen al equipo de VPI TV por hacer encuestas en una gasolinera”. 6 de junio de 2020. Recuperado 

de: https://bit.ly/2Eu2jtd 

53  Espacio Público. “Faes detiene a periodista durante recorrido por Caracas”. 18 de marzo de 2020. Recuperado de: https://

bit.ly/3jPN5yD 

A modo ejemplificativo para demostrar el modus operandi de los cuerpos de seguridad, se 
pueden exponer los siguientes casos:

El pasado 17 de marzo el periodista del Di-
ario 2001, Kerlin Mosquera 53, fue retenido 
por funcionarios de las Fuerzas de Acciones 
Especiales (FAES) y del Cuerpo de Investiga-
ciones Científicas, Penales y Criminalísticas 
(CICPC) por casi una hora mientras realizaba 
un recorrido por la Av. Urdaneta, en Caracas, 
para entrevistar y conocer la reacción de los 
ciudadanos ante el llamado a cuarentena. 

La periodista Mayerling Villanueva fue re-
tenida por cuatro horas, junto al fotógrafo 
Luis Cobaría y el chofer Rafael Pérez 54 Tra-
bajadores de La Prensa Táchira, el pasado 7 
de abril por funcionarios de la Guardia Na-
cional Bolivariana (GNB) en una alcabala de 
Peracal; los mismos se dirigían a una pauta 
en el Cuerpo de Bomberos, cuando fueron 
detenidos, se les decomisaron sus equipos 
y borraron las fotografías que habían realiza-
do momentos antes.

El 5 de junio, el equipo de VPI TV, compues-
to por Luis Patiño, Jhonatan Bello, Dan-
gert Zorrilla y Oscar Ávilez 55, estuvo re-
tenido por más de una hora en una estación 
de servicio en Chuao, municipio Baruta 
del estado Miranda, tras obtener testimo-
nios de quienes se encontraban en la cola 
para surtir gasolina; fueron despojados de 
sus documentos y amenazados de que lle-
garían funcionarios de la Dirección Gen-
eral de Contrainteligencia Militar (DGCIM) 
para trasladarlos a la sede de este ente, en 

El segundo patrón, consiste en detenciones 
más prolongadas que incluso pueden acar-
rear desapariciones forzadas cometidas por 
agentes del Estado o por personas o grupos 
de personas que actúan con la autorización, 
el apoyo o la aquiescencia del mismo. 
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El pasado 4 de junio, la periodista Carol 
Romero 56 fue golpeada y posteriormente 
detenida por funcionarios de la GNB, luego 
de grabar una protesta por el servicio de 
agua en el km. 12 de El Junquito, en Caracas. 
A pesar de que extraoficialmente se decía 
que se encontraba recluida en el Comando, 
los funcionarios no daban información re-
specto de su paradero a los familiares, por 
lo cual estuvo desaparecida por más de 10 
horas. Luego de 24hs, los funcionarios con-
firmaron que se encontraba en ese lugar, y 
recibieron comida y cobijo para la periodis-
ta; en horas de la tarde del 5 de junio, fue 
presentada en tribunales y acusada por le-
siones a un funcionario, fue liberada aunque 
se continuarían las investigaciones.

Como se mencionó al comienzo de este 
apartado, las detenciones contra ciudadanos 
por expresar su derecho a la libertad de ex-
presión, ha ido en aumento por varios años, 
lo cual también es importante mencionar 
puesto que el cercenamiento a la libertad de 
expresión no se limita a los trabajadores de 
la prensa y personalidades públicas.

Esto ha sido como consecuencia de una 
política de Estado donde la persecución por 
pensar diferente se agrava cada vez más, y 
este semestre la persecución se ha exten-
dido a trabajadores del sector salud por re-
alizar denuncias sobre la pandemia. Además 
de la crisis por combustible que desde mar-
zo ataca cada rincón de Venezuela, donde 
funcionarios policiales han detenido arbi-
trariamente a ciudadanos comunes o defen-
sores de derechos humanos. Algunos ejem-
plos destacados se tratan de:

El locutor Jorge Cortéz fue detenido el 1ro 
de junio por funcionarios de PoliLagunillas 
luego de grabar testimonios en una estación 
de servicio en Ciudad Ojeda, Zulia. Fue pre-
sentado en tribunales el 3 de junio, y acu-
sado por instigación para delinquir 57. De 
acuerdo al Código Orgánico Procesal Penal 
(COPP) venezolano, el tiempo máximo luego 
de una detención para que el aprehendido 
sea presentado en tribunales es de 48 horas, 
y Cortéz fue presentado pasado este lapso, 
con un día de retraso, violando no solo su 
libertad de expresión al detenerlo arbitrari-
amente sino además su derecho al debido 
proceso y a garantías judiciales. 

56 Efecto Cocuyo. “Excarcelan a periodista Carol Romero tras imputarla por lesiones a sus captores”. 5 de junio de 2020. Recu-

perado de: https://bit.ly/2X5bqH1 

57  Espacio Público. “Excarcelan al reportero Jorge Cortez tras 72 horas de detención”. 4 de junio de 2020. Recuperado de: 

https://bit.ly/334g8Zl 

El Estado venezolano se caracteriza por practicar detenciones en las cuales se niega el paradero 
de la persona durante horas, días o incluso semanas; posteriormente, se impide la comunicación 
con abogados y familiares lo que hace imposible constatar la ubicación, el estado y las condi-
ciones de los detenidos, violentando las garantías legales del debido proceso, así como la efecti-
va protección judicial de los detenidos, todos derechos humanos y fundamentales, consagrados 
en el artículo 49 de la Carta Magna. Algunos ejemplos destacados de estos casos son:

1

2



26

59  El Universal. “Otorgan casa por cárcel a profesor en Margarita que criticó gestión de Maduro en redes sociales”. 16 de mayo 

de 2020. Recuperado de: https://bit.ly/319FdzR 

60  Espacio Público. “Al menos doce periodistas fueron agredidos en jornada de la AN”. 8 de enero de 2020. Recuperado de: 

https://bit.ly/2X29pvu 

61   La Prensa de Lara. “En fotos: colectivos empañaron visita de Guaidó a Lara”. 1 de marzo de 2020. Recuperado de: https://

bit.ly/39AABGq 

b. Hostigamientos, intimidaciones, amenazas y agresiones: 

Dentro de estos primeros seis (06) meses del 
año, se registraron 75 actos de intimidación, 
amenazas, hostigamientos verbales y agre-
siones contra los trabajadores de la prensa, 
consistentes en  persecuciones, retención de 
equipos, golpes, y otros, esto derivó en aproxi-
madamente 188 afectados. Muchos casos ocur-
rieron durante manifestaciones pacíficas, en las 
labores habituales de los periodistas, reporteros 
o fotógrafos, la cual es informar y documentar 
lo que ocurre en el país. Por ejemplo:

El pasado 2 de junio, el ciudadano José Ur-
danena 58 se encontraba en una cola para 
surtir gasolina en el estado Lara, y debido a 
que la gandola no llegó, una funcionaria dió 
una información que Urdaneta comenzó a 
grabar, esto la molestó, llamó a unos GNB y 
estos le obligaron a borrar el video.

El 7 de enero, día de la primera sesión de la 
Asamblea Nacional luego de juramentar la 
nueva Junta Directiva, hubo hechos irregu-
lares por parte de la GNB y sujetos no iden-
tificados en las adyacencias y hasta dentro 
del mismo Palacio Federal Legislativo, im-

pidiendo a los periodistas ejercer su trabajo. 
Periodistas como Adriana Núñez de La Voz de 
América, Ivan Reyes de Efecto Cocuyo, Fer-
nando Tineo de Venepress, Manuel Cobela 
de Venevisión, Valentina Crespo de Vivo Play, 
entre muchos otros, fueron víctimas de estas 
agresiones físicas y verbales.

El 29 de febrero, durante una visita de Juan 
Guaidó al estado Lara, nuevamente los pe-
riodistas fueron agredidos, esta vez por 
grupos civiles armados. Liz Gascón de El 
Pitazo, Brian Vidal, Daniel Valencia, y José 
Enrique Arévalo de El Impulso, Andreina 
Ramos de VPI TV, Ramón Véliz de Televen, 
entre otros, fueron amenazados y hostiga-
dos por estos grupos.

 El profesor Fernando Marcano59 publicó un 
mensaje en contra del gobierno de Nicolás 
Maduro en su página de Facebook, y el 27 de 

abril fue detenido por funcionarios del Co-
mando Antiextorsión y Secuestro (CONAS). 
De acuerdo a un reporte de la Región Es-
tratégica de Defensa Integral Marítima e In-
sular (Redimain), el profesor presuntamente 
habría escrito mensajes “instigando a la po-
blación a realizar actos vandálicos en insta-
laciones del estado y comercios en gener-
al en la Isla de Margarita”. Le fue otorgada 
una medida de arresto domiciliario el 16 de 
mayo, tras complicaciones de salud.
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De igual forma, se puede establecer que el 
27,7% del total de hostigamientos, intimida-
ciones, amenazas y agresiones fue realizada 
por funcionarios públicos diferentes a organ-
ismos de seguridad. Por su parte, el 47% de 
hostigamientos, intimidaciones, amenazas y 
agresiones los realizaron cuerpos de segu-
ridad del Estado venezolano. Por último, el 
restante 25,3% de los actos fueron perpetra-
dos por colectivos armados y otras personas 
afectas al régimen. 

62  odos ahora. “GN amedrentó a periodista de Todos Ahora en Anzoátegui”. 3 de junio de 2020. Recuperado de: https://bit.

ly/2P2JUpj 

31  Ut Supra, Nota 52

La periodista María Fernanda Bolívar 62 
de Todos Ahora, se encontraba recabando 
testimonios en una estación de servicio de 
Barcelona, Anzoátegui el 3 de junio, cuan-
do funcionarios de la GNB la intimidaron 
al amenazarla con llamar a sus superiores, 
le preguntaron si tenía alguna autorización 
para la actividad que estaba realizando, 
a lo cual la periodista respondió que no, 
pues solo estaba haciendo su trabajo y los 
funcionarios le dijeron que debía tener 
una autorización “de su superior”, y la hic-
ieron retirarse del lugar.

3

Gráfico propio con datos de Espacio Público, SNTP y CNP

A los casos mencionados debe agregarse otras situaciones documentadas por el OVCS, el cual 
establece que durante el primer semestre de 2020 hubo un total de 221 protestas reprimidas, 
de las cuales 69 personas resultaron heridas y dos asesinadas 63, lo que sin duda también debe 
considerarse dentro de la categoría bajo análisis. 
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64   Denuncias publicadas por Espacio Público, Sindicato Nacional de Trabajadores de Prensa y Colegio Nacional de Periodistas.

65   El Pitazo, Obtienen libertad condicional locutores que difundieron video sobre supuestos casos por coronavirus, 15 de marzo 

de 2020. Recuperado de: https://bit.ly/2BCXSLz.

66  Crónica Uno, Darvinson Rojas, el periodista que fue detenido por tuitear acerca del COVID-19. Recuperado de: https://bit.

ly/2EueYML.

c. Arbitrariedades en el marco de la pandemia por COVID-19

El viernes 13 de marzo los portavoces de Nicolás Maduro anunciaron los primeros casos de 
COVID-19 en Venezuela, y para el 17 de marzo ya el país se encontraba en cuarentena para pre-
venir mayores contagios por coronavirus y bajo un Estado de Alarma que ha sido prorrogado por 
tres veces. Como es costumbre en regímenes totalitarios como el que vivimos, el acceso y difusión 
de la información respecto al tema comenzó a tornarse incómodo para quienes se encuentran en 
Miraflores

Es así como, desde el mes de marzo ha habido veintisiete (27) arbitrariedades que se han produci-
do por comunicar o denunciar temas relacionados a la pandemia 64, por ejemplo, la denuncia so-
bre la condición de los hospitales o críticas a cómo se ha manejado la situación hasta el momento. 
Asimismo, encontramos que la cantidad de afectados es igual a la cantidad de arbitrariedades, 
encontramos entre las mismas predominancia de afectaciones en contra de periodistas, traba-
jadores del sector salud y particulares. Entre los casos más destacados encontramos:

Sin duda alguna, todos estos hechos reflejan como cada día es más complicada y peligrosa la 
labor de informar y documentar en Venezuela, pues con cada pauta, con cada reportaje o búsque-
da de la información representa una amenaza, así como también las opiniones que los ciudada-
nos expresan en las redes sociales y su mensajería privada, hechos que violentan los derechos 
humanos de los ciudadanos.

El mismo 13 de marzo, los locutores Jesús 
Torres y Jesús Castillo 65, de la emisora ra-
dial La Cima, en Miranda, fueron detenidos 
luego de difundir un video donde afirm-
aban que en el Hospital Victorino Santaella 
de Los Teques habían dos presuntos casos 
de coronavirus. Los locutores fueron liber-
ados el domingo 15 de ese mes, con me-
dida sustitutiva de libertad que los obliga 
a presentarse ante el Tribunal cada ocho 
días y tienen prohibición de salida del es-
tado Miranda.

Otro caso fue el del periodista Darvinson 
Rojas el pasado 21 de marzo, fue detenido 
en su residencia sin orden de allanamiento 
por miembros del FAES debido a la publi-
cación de un tweet con una opinión acerca 

El doctor Julio Molino en el estado Mona-
gas, quien fue detenido el 17 de marzo 
por funcionarios de la GNB luego de que 
denunciara la situación crítica que vive el 
Hospital Nuñez Tovar en la capital de la 
entidad; fue procesado por “instigación al 

de la difusión de información del régimen 
con respecto a la pandemia en Venezue-
la. Estuvo desaparecido por un día, puesto 
que los oficiales no le daban información 
de su paradero a sus padres, quienes tam-
bién fueron detenidos junto al periodista y 
liberados una hora después. No fue hasta 
horas de la noche del 2 de abril, que fue 
liberado del Comando de las FAES, en 
Caricuao, a pesar de que su boleta de ex-
carcelación tenía fecha del 31 de marzo 66.

1
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c. Medios clásicos de censura

67  Tal Cual, Dictan privativa de libertad contra médico que denunció estado de hospital de Maturín, 19 de marzo 2020. Recuper-

ado de: https://bit.ly/30U2Xrw.

68  Espacio Público, Detienen a bioanalista por publicar posible caso de Coronavirus, 7 de abril de 2020. Recuperado de: https://

bit.ly/3hKLE2I.

69 Academia de Ciencias Físicas, Matemáticas y Naturales, Estado actual de la epidemia de la COVID-19 en Venezuela y sus 

posibles trayectorias bajo varios escenarios, 8 de mayo de 2020. Recuperado de: https://bit.ly/3jRC6ow.

70 CNN, Diosdado Cabello lanza advertencia contra academia que publicó proyecciones del coronavirus, 14 de mayo de 2020. 

Recuperado de: https://cnn.it/339QpPw.

odio”,  “incitación al pánico y a la zozobra a la 
comunidad” y por “agavillamiento”, le fue otor-
gada la medida de arresto domiciliario 67.

Además de este caso, también destaca el 
de la bioanalista Andrea Sayago 68 en Tru-
jillo, el 4 de abril, luego de que publicara 
una prueba positiva de COVID-19, y la es-
posa del gobernador de la entidad, Hen-
ry Rangel Silva, y también presidenta de 
Fundasalud Trujillo, Jaqueline Peñaloza, la 
acusara a través de sus redes sociales por 
violar el secreto médico; también le fue 
otorgada medida de arresto domiciliario.

Sin duda alguna, la pandemia en Venezu-
ela ha recrudecido las medidas totalitarias 
que aplica Nicolás Maduro y quienes se en-
cuentran bajo su mando, donde el ejercicio 
a la libertad de expresión es cada día más 
peligrosa para los habitantes venezolanos, 
pues ya hoy día nadie escapa de los radares 
de los funcionarios policiales, ya sea en la 
calle, en medios tradicionales, redes socia-
les, o incluso por mensajes en aplicaciones 
de mensajería instantánea.

Durante este primer semestre, el régimen 
de Nicolás Maduro arremetió contra pro-
gramas, tanto en televisión como en radio, 
así como emisoras radiales completas, sien-
do estos últimos los más atacados, en su 
gran mayoría a través de la Comisión Nacio-
nal de Telecomunicaciones (CONATEL). 

Lo anteriormente establecido deja en ev-
idencia el uso de las sanciones administra-
tivas como método censura previa para los 
medios de comunicación, a pesar de los cri-
terios de la Corte IDH anteriormente analiza-
dos, los cuales prohíben a toda costa el uso 
de mecanismos para vulnerar el derecho a 
la libre expresión y acceso a la información 
de no ser completamente necesario y por 
medio de los órganos judiciales pertinentes. 

Aunado a todo esto, en el pasado mes de 
mayo, la Academia de Ciencias Físicas, 
Matemáticas y Naturales publicó un es-
tudio 69 sobre proyecciones de la enfer-
medad en Venezuela, donde calculaban 
un pico para julio-septiembre donde po-
drían haber más de 1.000 casos diarios, 
con posibilidades de llegar hasta los 5.000 
casos diarios. Esto, trajo como consecuen-
cia una persecución por parte del régimen 
de Maduro, recibiendo amenazas 70 del 
vicepresidente del Partido Socialista Unido 
de Venezuela (PSUV), Diosdado Cabello, a 
través de su programa en el canal del esta-
do Venezolana de Televisión, Con El Mazo 
Dando.
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71  Un Mundo Sin Mordaza. “Informe de Libertad de Expresión 2019”. 2020. Recuperado de: https://sinmordaza.org/reporte-lib-

ertad-de-expresion-2019/.8 

72  Denuncias publicadas por Espacio Público, Sindicato Nacional de Trabajadores de Prensa y Colegio Nacional de Periodistas.

73 Espacio Público. “Conatel cerró la emisora Rumbera 106.9 FM en los Valles del Tuy”. 15 de mayo de 2020. Disponible en: 

https://bit.ly/2EsQ4NN 

74 Espacio Público. “Conatel deja fuera del aire a Kariñosa 106.1 FM en Anzoátegui”. 8 de abril de 2020. Disponible en: https://

bit.ly/34BI9sa  

75  Ut supra, Nota 75

76   Espacio Público. “Fuera del aire Radio Luz por imposibilidad de surtir gasolina en el Zulia”. 18 de marzo de 2020. Recuperado 

de: https://bit.ly/30Yj8Ur 

a. Emisoras de Radio:

1.  Medios cerrados y censurados:

Que CONATEL pueda imponer sanciones de corte administrativo contra medios, y que estas in-
mediatamente ostenten fuerza ejecutiva y ejecutoria, sin un debido proceso en el que se garan-
tice el derecho a la defensa, es por sí misma una transgresión al derecho a la libertad de expresión 
en su núcleo fundamental no limitable, de modo tal que luce absolutamente indispensable la 
implementación de medidas de no repetición que abarquen cambios legislativos, así como mod-
ificaciones en la práctica de la administración pública, lo cual a su vez contempla los reglamentos 
de acción de CONATEL y otros órganos administrativos relevantes, con el objetivo de definir y 
regular su atribución y competencia en materia de sanciones y demás acciones que puedan vul-
nerar directa o indirectamente los derechos discutidos 71 .

En estos seis meses, trece (13) emisoras de radio han salido de aire por diversas razones 72, diez 
(10) de estas emisoras salieron del aire por órdenes de gobernadores de entidades provinciales, 
así como por robos, hurtos, fallas constantes de electricidad e incluso por falta de gasolina para 
que sus empleados se trasladaran. Además, otras tres (03) emisoras salieron del aire por órdenes 
de CONATEL. Ejemplos destacados son: 

Entre las prácticas realizadas, se encuentra que los funcionarios revocan las concesiones necesar-
ias para las operaciones de manera unilateral y arbitraria, sin previo aviso; además, las constantes 
fallas en el servicio de energía eléctrica generó en varios casos un daño en los equipos, impidien-
do así las labores habituales de los medios televisivos y radiales.

Las emisoras Aventura 91.3 FM 73, Kariño-
sa 106.1 FM 74 en Anzoátegui y Rumbera 
106.9 FM 75 que se vieron forzadas a cer-
rar por órdenes de CONATEL, por infor-
mar sobre la situación actual que vive el 
país. Adicionalmente en el estado Delta 
Amacuro por órdenes de la gobernadora 
Lizeta Hernández 76, tras denunciar en sus 
programas fallas en los servicios básicos 
que sufren los ciudadanos de la entidad, 
otras tres emisoras salieron del aire.

Además, el caso de la emisora Radio Luz 
77 en el Zulia, luego de que la Zona de 
Defensa Integral (ZODI) del Zulia diera su 
negativa de emitir salvoconductos a los 
trabajadores para poder circular por las 
calles sin inconvenientes luego del llama-
do a cuarentena, adicional a poder surtir 
gasolina sin contratiempos. También, el 
robo de equipos y cables de transmisión 
impidieron por unos días la programación 

1 2
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b. Medios de TV y programas

c. Caso de DirecTV

78 Espacio Público. “Hurtan equipos de Radio Cordillera 90.3 FM en Barinas”. 18 de mayo de 2020  Recuperado de: https://bit.

ly/2X6IPBd 

79 Espacio Público. “Hurtan cable a la emisora Class 98.7 FM”. 17 de enero de 2020. Recuperado de: https://bit.ly/2CZ0B27

80  Efecto Cocuyo. “Cuatro canales de señal abierta no se ven en el interior del país “por falla técnica”.  13 de marzo 2020. Recu-

perado de: https://bit.ly/330YEgE 

81 Tal Cual. “El Programa Vladimir a la 1 sale del aire por presiones del gobierno”. 26 de mayo 2020. Recuperado de: https://bit.

ly/3hGNYYH 

82 TEspacio Público. “Suspenden el programa “De Frente” transmitido por Roscio TV”. 2020. Disponible en: https://bit.ly/34yGbss 

83 CNN. “AT&T cierra operaciones de DirecTV América Latina en Venezuela”. 19 de mayo de 2020. Recuperado de: https://cnn.

it/3jOABHF 

84 La Prensa de Lara. “10 millones de venezolanos afectados por salida de DirecTV”.  19 de mayo de 2020. Recuperado de: 

https://bit.ly/3fiUPWy 

habitual de las emisoras Radio Cordillera 90.3 FM 78 en Barinas y Class 98.7 FM 79 en Cojedes, 
respectivamente.

Aunado a esto, los cuatro principales canales 
nacionales (Globovisión, Televen, Venevisión 
y VTV) estuvieron bloqueados y fuera del aire 
por un día, por “razones tecnológicas” 80 el 
13 de marzo, día en que anunciaron los prim-
eros casos de COVID-19 en el país.

Aunado a esto, este semestre se debe de-
stacar el cese de operaciones de DirecTV 
en Venezuela 83, luego de que AT&T, mul-
tinacional a cargo de DirecTV, tomara esta 

Además, el programa de televisión “Vladi-
mir a la 1” 81, de Vladimir Villegas, y que fue 
transmitido por Globovisión, fue sacado del 
aire el 26 de mayo. Este, era  uno de los más 
destacados, pues llevaba ya 7 años al aire, 
entrevistando a distintas personalidades 
políticas, del deporte y el entretenimiento 
venezolano. El conductor anunció por sus re-
des sociales que la medida fue tomada por 
presiones de Nicolás Maduro. Por último, el 
programa De Frente, transmitido por Roscio 
TV, también fue sacado del aire de acuer-
do con denunció Víctor Hugo Donaire por 
órdenes de la directiva del canal 82.

decisión de manera unilateral, sin el cono-
cimiento de los directivos en Venezuela. Este 
hecho ocurrió el 19 de mayo, dos meses des-
de que el país entró en una cuarentena para 
evitar la propagación de COVID-19. Esta 
medida ha afectado aproximadamente a 10 
millones de personas 84, pues el servicio de 
DirecTV llegaba a rincones del país donde 
ningún otra cableoperadora podía, y repre-
sentaba el más grande del país, con más del 
44% del mercado 85. Esto, indudablemente 
trae grandes repercusiones en la población, 
aumentando la desinformación, además de 
limitar aún más las formas de entretenimien-
to, especialmente en la coyuntura en la que 
se encuentra Venezuela, tanto por la crisis 
económica y social, así como las limitaciones 
motivadas a las medidas para prevenir la 
propagación del COVID-19, donde se in-
cluye el cumplimiento de una cuarentena, sin 
posibilidades de acudir a espacios públicos 
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86   Espacio Público. “Sin periódicos: menos noticias en Venezuela”. 2019. Disponible en: http://espaciopublico.ong/sin-period-

icos-menos-noticias-en-venezuela/

87  Espacio Público. “Diario La Calle deja de circular por falta de gasolina”. 20 de marzo de 2020. Recuperado de: https://bit.

ly/2CVQX0B 

88  Espacio Público. “La Prensa de Lara dejará de circular por falta de gasolina”. 23 de marzo de 2020. Recuperado de: https://

bit.ly/2X4nDvI 

89 Denuncias publicadas por Espacio Público, Sindicato Nacional de Trabajadores de Prensa y Colegio Nacional de Periodistas.

76 Sindicato Nacional de Trabajadores de la Prensa. “Alerta SNTP”. 13 de enero 2020. Recuperado de: https://bit.ly/3f8L11t

d. Medios Impresos: 

e. Afectación de la Libertad de expresión por fallas eléctricas

En el año 2013, mediante Gaceta Oficial N° 40.168, fue creada la Corporación Editorial Maneiro, 
una estructura pública adscrita al Ministerio de Comunicación e Información, regido por el Siste-
ma Nacional Bolivariano de Información y Comunicación, a través del cual el gobierno produce, 
distribuye y comercializa todo tipo de productos impresos como libros, revistas, afiches, diarios e 
insumos necesarios para la producción como lo son las bobinas del papel periódico. 

Como consecuencia, esto ha dejado unos 53 periódicos que se han visto afectados, ya sea ce-
sando sus operaciones de manera temporal, o de manera definitiva, manteniendo solo versiones 
web, tratando así de garantizar el derecho a la información  vencer la censura.

Como consecuencia, esto ha dejado unos 
53 periódicos que se han visto afectados 86, 
ya sea cesando sus operaciones de manera 
temporal, o de manera definitiva, mantenien-
do solo versiones web, tratando así de ga-
rantizar el derecho a la información  vencer 
la censura.

Para este primer semestre del año, fueron cu-
atro (04) los que dejaron de circular, dos de 
ellos (Diario La Calle 87, La Prensa de Lara 
88, La Nación y El Diario de Monagas) por 
la imposibilidad de abastecer de gasolina los 
vehículos que transportan 89 el periodico. 

Adicionalmente, uno (01) (El Diario de Monagas 70) también dejó de circular por falta de insu-
mos para la apropiada ejecución de sus labores. No obstante, los cuatro medios se mantienen vía 
digital a través de sus páginas webs.

Desde el apagón masivo que afectó a los 23 estados del país y el Distrito Capital en marzo de 
2019, las fallas en el servicio eléctrico no han cesado. De acuerdo a la ONG Comité de Afectados 
de los Apagones en Venezuela, ha calculado que en lo que va del año 2020 se han registrado 
más de 30 mil fallas eléctricas en todo el país, afectando el día a día de los venezolanos, así como 
sus electrodomésticos, equipos tecnológicos y limitando las comunicaciones y el acceso a la in-
formación.
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f. Censura en internet

91 Consejo de Derechos Humanos. “Promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en Internet”. 29 de junio de 2012. 

Recuperado de: https://bit.ly/30cd0sV 

92 OVSP. “Alrededor del 60% de los consultados carece de calidad en los servicios de agua y telecomunicaciones durante el con-

finamiento”. 2020. Recuperado de: https://bit.ly/39K5Ej7 

93  Freedom House. “Freedom of the Net 2019”. 2020. Recuperado de: https://bit.ly/3f8PLnE 

Es así como la libertad de expresión se ha visto mermada por estas fluctuaciones y cortes de ser-
vicio en gran parte del país, ya que las telecomunicaciones se han visto gravemente afectadas, 
propiciando que la población no pueda comunicarse de forma correcta y evitando que la misma 
pueda acceder a información en coyunturas críticas, como la que se vive actualmente a causa 
de la pandemia por COVID-19. Los estados que más sufren estos cortes prolongados de elec-
tricidad, se ubican en su mayoría en el occidente del país, coincidiendo con un alto número de 
contagios por COVID-19, como lo son Zulia, Táchira, y Mérida. No obstante, la capital del país no 
escapa a esta situación, y también son cada vez más recurrentes las fallas eléctricas en la ciudad, 
sufriendo las mismas consecuencias.

El acceso a internet es considerado un derecho humano desde el 29 de junio de 2012, luego de 
que la Asamblea General de la ONU, mediante el Consejo de Derechos Humanos, adoptará la 
resolución donde se reconoce la “promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en 
Internet y en otras tecnologías” 91.

El ejercicio de los derechos humanos, en particular el derecho a la libertad de expresión en inter-
net, es una cuestión que reviste cada vez más interés e importancia, debido a que el rápido ritmo 
del desarrollo tecnológico permite a las personas de todo el mundo comunicarse de manera 
más efectiva, por lo tanto es considerado como una herramienta con un potencial único para el 
ejercicio de la libertad de expresión.

El internet constituye un instrumento fundamental de comunicación que permite a las personas 
vincularse y conectarse de manera ágil, veloz. Asimismo, sirve como mecanismo para el control 
y la denuncia de violaciones a los derechos humanos. Hoy en día, bajo un un contexto global 
motivado a la pandemia, la vida de los ciudadanos se ha trasladado al ámbito digital, incluyendo 
trabajos, clases en todos sus niveles, compras y acceso a servicios. De acuerdo a un estudio del 
Observatorio Venezolano de Servicios Públicos, la aceptación sobre la calidad de internet que 
reciben en sus hogares se redujo de un 44% en diciembre de 2019, a un 40% en abril de 2020 92, 
afectando así estas labores diarias que se realizaban previo a la pandemia de manera presencial.

Además en Venezuela, debido a que ya no se cuentan con medios tradicionales, los ciudadanos 
acuden a las plataformas digitales para mantenerse informados; no obstante, en estos medios 
también encuentran grandes desafíos para poder acceder a la información, ya que gran parte de 
los portales web informativos de calidad se encuentran censurados y bloqueados, vulnerando 
así el derecho a informar y recibir información.

De acuerdo al reporte Freedom of the Net 2019 de Freedom House 93 Venezuela es uno de los 
países con menor libertad en internet, con un puntaje de 30/100, donde hay un evidente blo-
queo a las redes sociales, páginas web, e incluso los usuarios son arrestados por el contenido 
que publican en la red.
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93  Freedom House. “Freedom of the Net 2019”. 2020. Recuperado de: https://bit.ly/3f8PLnE 

94 Denuncias publicadas por Espacio Público, Sindicato Nacional de Trabajadores de Prensa y Colegio Nacional de Periodistas.

95 Espacio Público. “CANTV bloquea página de la AN sobre el COVID-19”. 18 de marzo de 2020. Recuperado de: https://bit.

ly/2BDeMcZ 

96 Ibidem

97  VE Sin Filtro. “Bloquean Punto de Corte luego de publicar reportaje 'CANTV en las ruinas'”. 1 de febrero de 2020. Recuperado 

de: https://bit.ly/336wDUS 

98 Espacio Público. “Cantv bloqueó otra vez el acceso a Youtube, Periscope y Twitter”. 11 de junio de 2020. Recuperado de: 

https://bit.ly/2CWhvPk 

99 El Nacional. “Régimen bloqueó acceso a AlbertoNews en ABA Cantv”. 2 de abril de 2020. Recuperado de: https://bit.ly/3gb-

C48L 

Es así como, durante estos primeros meses del 2020, se registraron diecisiete (17) bloqueos a pá-
ginas web y redes sociales 94, siendo uno de estos casos el bloqueo a la página web creada por 
la Asamblea Nacional para información sobre el coronavirus en el país, coronavirusvenezuela.info 
95, además de la misma página web de la Presidencia Encargada, presidenciave.com 96 el 17 de 
marzo; el bloqueo se realizó desde el servicio de CANTV, y solo es posible acceder a las mismas 
a través del uso de un VPN.

Otro caso a destacar es el bloqueo realizado el 3 de febrero a la página web del medio digital 
Punto de Corte 97, luego de publicar un informe sobre el estatus de CANTV y las denuncias re-
alizadas por los trabajadores de la empresa estatal. El bloqueo, nuevamente fue realizado por 
CANTV y no había acceso a la misma.

También es importante resaltar el bloqueo de páginas por DNS, una técnica mediante la cual los 
servidores del sistema de nombres de dominios (DNS) responden incorrectamente a solicitudes 
relacionadas con los servicios que se desean bloquear. Tal fue el caso de Youtube, Periscope y 
Twitter 98 el 11 de junio, durante la presentación del Foro «La Transición en Venezuela es Posible», 
donde participó el presidente de la Asamblea Nacional (AN), Juan Guaidó; también fue víctima de 
este bloqueo la página web albertonews.com, el 2 de abril 99.

Cómo se ha relatado en el presente informe, el derecho a la Libertad de Expresión, con todas 
sus garantías y obligaciones, constituye un elemento esencial de las sociedades democráticas, al 
prestarse como un canal que permite la comunicación de ideas, opiniones, el disentimiento de 
posiciones y demás aspectos garantes del libre ejercicio de la consciencia en términos legales y 
aceptados. Toda violación de este derecho que protege derechos, solo afecta el desarrollo de los 
Estados y compromete su obligación irrenunciable de respeto de los Derechos Humanos y de los 
Derechos Fundamentales con sus ciudadanos. 

En Venezuela, la situación de la libre expresión y el acceso a la información se encuentra en un es-
tatus alarmante, de gran notoriedad en comparación con los demás Estados de la región, donde 
la violencia, el abuso de la fuerza, y la censura se han internalizado como una conducta repetiti-
va y normalizada en la interacción social. Por consiguiente, se hace necesario que esta serie de 

V. Conclusiones y Recomendaciones:
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medidas arbitrarias y violatorias de derechos humanos tomadas por el Estado que restringen el 
libre desenvolvimiento de la labor periodística y de medios de comunicación, cesen de manera 
inmediata.

Observamos con preocupación como los patrones de violencia por parte del Estado hacia los 
periodistas y trabajadores de la prensa persisten como una práctica generalizada, y como esta ha 
crecido abarcando también a demás ciudadanos en el uso libre de sus medios de comunicación 
y redes sociales en el contexto de la pandemia por el COVID-19, demostrándose una vez más la 
persistencia y sistematicidad de patrones violatorios a diversos Derechos Humanos. 

Por último, también resulta importante destacar que a pesar de que cada año aumenta la censu-
ra y cada vez desaparecen más medios, la curva de de  la represión y los ataques  solo se acre-
cienta, demostrando cada vez más lo separado que está el régimen venezolano de los valores 
democráticos, en específico de la libertad de expresión y acceso a la información. 

Abstenerse de criminalizar a los periodistas, trabajadores de prensa, reporteros gráficos y 
población en general por el ejercicio de sus derechos a expresarse y acceder libremente a la 
información. 

Cesar en el uso de amenazas, hostigamiento, violencia, persecución o represalias por la man-
ifestación de ideas y opiniones a través de las redes sociales o en el  ejercicio de la labor 
periodística.

Cesar la persecución e intimidación hacia los profesionales de la prensa y los ciudadanos en 
general por la divulgación de información, opiniones, posturas, ideas y demás métodos de 
expresión en relación a la pandemia por COVID-19.

Permitir un acceso más transparente a cualquier dato relacionado con la COVID-19 en Vene-
zuela a cualquiera que lo requiera con miras a mejorar la libre circulación de información que 
en el contexto actual significa salvar vidas. 

Permitir un acceso más transparente a cualquier dato relacionado con la COVID-19 en Vene-
zuela a cualquiera que lo requiera con miras a mejorar la libre circulación de información que 
en el contexto actual significa salvar vidas. 

Garantizar la integridad personal de los comunicadores sociales durante el ejercicio de sus 
actividades profesionales, mediante la debida investigación y sanción de cualquier hecho de 
violencia proveniente de funcionarios públicos o particulares.

Cesar la censura administrativa impartida por los órganos de la administración pública sin 
fundamentación de derecho y violando los principios y criterios establecidos por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en referencia al tema. 

Implementar modificaciones legislativas a efectos de compatibilizar, en el marco de la apli-
cación de controles convencionales, la legislación nacional con estándares de derechos hu-
manos, haciendo especial énfasis en aquellos casos que versen sobre sanciones que impon-
ga la administración pública a periodistas y medios de comunicación, siendo necesaria para 
la ejecución sancionatoria el respaldo de un juzgado con garantía de doble instancia y cosa 
juzgada. 

En vista de todo ello se recomienda al Estado venezolano:



36

Derogar la Ley Constitucional contra el Odio, por la Convivencia Pacífica y la Tolerancia, ya 
que es un instrumento normativo inconveniente y que busca criminalizar la libertad expresión. 

Garantizar el debido acceso a la información de los ciudadanos a través de todos los medios 
posibles, incluídos en estos las proveedoras de servicio de tv satelital como DIRECTV, enten-
diendo que toda limitación a este ejercicio es una clara violación a dicho derecho de manera 
veraz, oportuna y objetiva.

Garantizar el acceso a internet de manera libre y sin restricciones o bloqueos, para así per-
mitir un mayor acceso a la información sobre cualquier tema.

Cumplir con las obligaciones generales y específicas que se desprenden del PIDCP y de la 
CADH en torno al respeto, garantía y adopción de disposiciones de derecho interno.

Cumplir con las recomendaciones de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos, Mi-
chelle Bachelet, en torno al cumplimiento y garantía de la libertad de expresión y acceso a la 
información

Detener los ataques y restricciones de CONATEL hacia los medios de comunicación y peri-
odistas.

La periodista Mimi Arriaga 100, quien luego de serle otorgada una medida de arresto dom-
iciliario, fue detenida nuevamente el 7 de julio pues continuaba apareciendo en el sistema 
policial una orden de captura en su contra.

El odontólogo Williams Arrieta 101, quien fue golpeado por aproximadamente 8 funcio-
narios de la PNB  el 9 de septiembre luego de protestar por irregularidades en la venta de 
combustible en Puerto Ordaz. Posteriormente, fue detenido y presentado ante el Tribunal 
Cuarto de Control.

El reportero Gleybert Asencio 102 se encontraba el 15 de julio con su equipo de Crónica 
Uno en el Hotel La Palmera, en Caracas, realizando un trabajo sobre pacientes de coronavirus 
que se encontraban allí, cuando funcionarios de la GNB los sorprendieron, les quitaron sus 
documentos de identidad y los trasladaron al Hotel Alba Caracas. Los mantuvieron allí por 

Actualización Julio-Septiembre

En los tres meses siguientes al primer semestre de 2020, se han registrado:

1. 4 detenciones y 6 retenciones, como fueron los casos de:

a.

b.

c.

100 Tal Cual Digital. “Periodista Mimi Arriaga es sacada de su arresto domiciliario y llevada al Cicpc”. 7 de julio de 2020. Recuper-

ado de: https://bit.ly/2Gy1jp6

101 Efecto Cocuyo. “Odontólogo Williams Arrieta sufrió una fractura y politraumatismo durante su detención”. 10 de septiembre 

de 2020. Recuperado de: https://bit.ly/36Ul855

102 El Universal. “GNB detuvo al periodista Gleybert Asencio durante dos horas”. 15 de julio de 2020. Recuperado de: https://

bit.ly/3iBw7CB
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varias horas, y los dejaron en libertad luego de advertirles que no podían realizar trabajos cerca 
de hoteles donde pernoctan pacientes de COVID-19 sin un permiso.

El periodista Franklin Rodríguez 104 se encontraba el 30 de julio intentando abastecer de 
gasolina su vehículo en Guárico, cuando funcionarios de la PNB intentaron remolcar su carro, 
así como quitarle su teléfono pues alegaban que no tenía autorización para reportar desde 
ese sitio.

La periodista Esteninf Olivares y su camarógrafo Lenin Bruzual 107 fueron golpeados por 
funcionarios de la GNB y PNB mientras cubrían una protesta de jubilados en la sede del Insti-
tuto Venezolano de Seguros Sociales, en el centro de Caracas, el pasado de 23 de julio.

El periodista José Ángel Maicabares y el fotógrafo Larry Alvarado 108, fueron agredidos 
por el escolta del alcalde de La Guaira, luego de cubrir un desalojo en el urbanismo Brisas de 
Maiquetía el 16 de agosto.

La periodista Marthy Barbera y su camarógrafo, David Betancourt 105, se encontraban re-
alizando la cobertura de una protesta en el hospital Alfredo Van Grieken, en Falcón, el 22 de 
agosto, cuando unos funcionarios militares les tomaron fotografías

El 28 de septiembre, el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Prensa denunció el acoso 
sistemático que vive la periodista Gregoria Díaz 106 por autoridades del estado Aragua, tan-
to estadales como municipales, así como por las redes sociales, debido a las informaciones 
que la misma emite sobre el acontecer del estado.

Los reporteros Sandino Yaguare, Gabriela Jiménez y Juan Carlos Hernández 103, realiz-
aban tomas a las afueras de la refinería El Palito, en Carabobo, cuando funcionarios de la GNB 
los detuvieron. Los llevaron hasta el módulo, donde les revisaron el material y se los hicieron 
borrar, liberándolos unos minutos después. El hecho ocurrió el 29 de septiembre, tras la lle-
gada del buque iraní Forest.

2. 37 hostigamientos, tales como:

3. 26 agresiones, siendo algunos casos:

a.

a.

b.

b.

c.

d.

103 Noticias 24 Carabobo. “GNB detuvo a equipo de prensa de Impacto Venezuela”. 29 de septiembre de 2020. Recuperado de: 

https://bit.ly/33EeGgf

104 Espacio Público. “Funcionarios de la PNB intimidan al periodista Franklin Rodríguez”. 30 de julio de 2020. Recuperado de: 

https://bit.ly/3npsLWN

105 Sindicato Nacional de Trabajadores de Prensa (@sntpvenezuela). “Funcionarios militares grabaron y fotografiaron a la peri-

odista Marthy Barbera y el camarógrafo David Betancourt, del equipo de @VPITV en #Falcón. [Tweet] [Video adjunto]. Recuperado 

de: https://bit.ly/2SA82kX

106 Espacio Público. “Funcionarios hostigan a la periodista Gregoria Díaz”. 4 de octubre de 2020. Recuperado de: https://bit.

ly/2SH3MzX.

107 Todos Ahora. “GN agredió a periodista Esteninf Olivarez en protesta en el IVSS”. 23 de julio de 2020. Recuperado de: https://

bit.ly/3lAmVAn

108  Alberto News. “Esbirros de Maduro agredieron a equipo de prensa del diario ‘La Verdad’ de Vargas”. 17 de agosto de 2020. 

Recuperado de: https://bit.ly/3iEEDRf
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La billetera digital AirTM 110, luego de anunciarse que por este medio sería la recepción 
del bono “Héroes de la Salud”, propuesto por el presidente interino, Juan Guaidó, el 20 de 

Posteriormente, los servicios de VPN Psiphon y TunnelBear 111, también fueron bloqueados 
una semana después, luego de que estos fueran usados para burlar el bloqueo a la platafor-
ma AirTM.

El portal monitoreamos.com 112 el 16 de septiembre, luego de que Maduro desacreditara al 
mismo la noche anterior en una alocución en televisión nacional, por un mensaje que emitió 
el sitio web en su cuenta de Twitter.

Ricardo Tarazona, Astrid Pérez Dudamell, Luis Rodríguez y Anthony Mujica 109 fueron 
agredidos por funcionarios de la policía de Yaracuy, lanzándoles dos bombas de gas pimien-
ta directamente a los periodistas, luego de que estos cubrieran una protesta en la entidad el 
26 de septiembre.

4. 7 bloqueos a portales web, tales como:

5.  4 fallas en la conexión a internet por inestabilidad en el Sistema Eléctri-
co Nacional, siendo estos casos:

a.

b.

c.

c.

109 A Punto. “Cuatro periodistas agredidos durante protestas en Yaracuy”. 26 de septiembre de 2020. Recuperado de: https://

bit.ly/3nmxbhf

110  El Universal. “AirTM ha sido bloqueado nuevamente en Venezuela”. 21 de agosto de 2020. Recuperado de: https://bit.

ly/2SEyUQA

111 Punto de Corte. “Los VPN Psiphon y TunnelBear también fueron bloqueados en Venezuela”. 29 de agosto. Recuperado de: 

https://bit.ly/3iCh2R3

112 El Nacional. “Denunciaron bloqueo contra el medio digital Monitoreamos”. 16 de septiembre de 2020. Recuperado de: 

https://bit.ly/2GB0ZWD
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El 6 de julio 113, donde al menos 15 estados del país perdieron conectividad luego de 
una falla eléctrica, de acuerdo a información de NetBlocks.

Pura Candela 93.3 FM 116, en el estado Sucre, por una disposición del ente gubernamental 
y, de acuerdo a sus trabajadores, por órdenes del gobernador de la entidad. Esto ocurrió el 
31 de julio.

Yaracuy al Día 117, el 25 de septiembre, pues se les imposibilitaba la entrega del diario y 
cumplir con su trabajo.

Andrés Eloy Nieves y Victor Torres 118, comunicadores populares del canal Guacamaya TV, 
en Cabimas, estado Zulia, el 21 de agosto. El hecho ocurrió en la planta del canal, en extrañas 
circunstancias con funcionarios de las FAES.

José Carmelo Bislick 119, locutor de Omega 94.1 FM en Güiria, estado Sucre. El hecho se le 
atribuyen a cuatro (4) sujetos armados que presuntamente lo sacaron a la fuerza de su vivien-
da, luego de realizar diversas denuncias respecto al tráfico de combustible, drogas, trata de 
personas, extorsión y corrupción en la entidad; fue encontrado el 18 de agosto en un terreno 
baldío.

Nuevamente, tanto el 23 114 como el 25 115 de septiembre, el país perdió la conectividad en 
un 62% y un 75% respectivamente, luego de bajones eléctricos que se registraron en gran 
parte del territorio nacional.

6. 1 emisora fuera del aire por órdenes de CONATEL, tratándose de:

7. 1 medio impreso fuera de circulación por problemas en el abastecimien-
to de gasolina, siendo este:

8. Y por último, la lamentable cifra de 3 trabajadores de la prensa asesina-
dos, siendo estos:

a.

a.

a.

a.

b.

b.

113  Notifalcón. “Netblocks confirmó una considerable caída en la conectividad tras fallas eléctricas del lunes”. 7 de julio de 2020. 

Recuperado de: https://bit.ly/3loWHQY

114 DW. “Gran parte de Venezuela sufrió apagón y fallo de internet”. 23 de septiembre de 2020. Recuperado de: https://bit.

ly/3d5yfBo

115 La Patilla. “NetBlocks confirmó una caída de más del 75% de la conectividad tras nuevo bajón eléctrico”. 25 de septiembre de 

2020. Recuperado de: https://bit.ly/3iCU0JJ

116 Efecto Cocuyo. “Conatel cierra este #31Jul la emisora Pura Candela 93.3 de Carúpano”. 31 de julio de 2020. Recuperado de: 

https://bit.ly/3loVKYS

117  El Impulso. “Por escasez de gasolina sale de circulación Yaracuy al día”. 25 de septiembre de 2020. Recuperado de: https://

bit.ly/33DQpXA

118  El Nacional. “FAES simuló enfrentamiento para ajusticiar a integrantes de Guacamaya TV”. 25 de agosto de 2020. Recuperado 

de: https://bit.ly/33CKLFe

119   La Hora. “Secuestraron y asesinaron al dirigente del PSUV José Carmelo Bislick”. 19 de agosto de 2020. Recuperado de: 

https://bit.ly/3jFEIFn
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Es así como, de enero a septiembre, ha habido un total de 370 casos que atentan contra la liber-
tad de expresión, desglosándose de la siguiente manera:

Violación a la libertad de expresión Número en total hasta septiembre 2020

Detenciones y retenciones
58 detenciones y 178 si se incluyen las cifras 
del OVCS sobre detenciones por protestas 
en todo el país

Hostigamientos y agresiones 138 trabajadores de prensa, de salud y ciu-
dadanos en general

Acceso a internet por bloqueos y fallas 
eléctricas

21 bloqueos a páginas web e innumerables 
fallas eléctricas

Radio 14 programas fuera del aire

Televisión 7 afectaciones a la televisión

Medios impresos 5 medios fuera de circulación

Asesinatos 3 trabajadores de prensa asesinados


